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INFORME No. 23/11

PETICIÓN 12.003

DECISIÓN DE ARCHIVO

BRASIL

23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Joaquim Marcelo Denadai y Luiz Renato Azevedo da Silveira
PETICIONARIOS:
CEJIL/Brasil y otros
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Los peticionarios no hacen referencia expresa a supuestas violaciones
INICIO DE TRÁMITE:

10 de abril de 1998
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. 
El 26 de septiembre de 1997, la Comisión recibió una solicitud de medidas cautelares a favor del abogado Joaquim Marcelo Denadai y del Fiscal del Ministerio Público Luiz Renato Azevedo da Silveira. Según los solicitantes, la vida e integridad personal del abogado Joaquim Marcelo Denadai estaban en peligro en razón de su rol como testigo clave de crímenes practicados por miembros de un grupo de exterminio que actuaba en el estado de Espírito Santo, denominado “Scuderie Le Coq”, en el cual presuntamente participaban abogados y también policías civiles, policías militares, Fiscales y Jueces, entre otros agentes del Estado. Además, el abogado Joaquim Marcelo Denadai era miembro de la federación de organizaciones que estaba patrocinando la disolución de la Scuderie Le Coq, como entidad de la sociedad civil, y se desempeñaba como coadyuvante de la acusación en el caso de una desaparición ocurrida en 1992, presuntamente perpetrada por miembros de Scuderie Le Coq. Por otra parte, Luiz Renato Azevedo da Silveira era el Fiscal encargado de la acusación en el proceso sobre la referida desaparición.
2.
Según los peticionarios, el señor Denadai fue ejecutado extrajudicialmente el 15 de abril de 2002, y la investigación y proceso penales sobre su muerte no han sido efectivos.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. 
En su respuesta de 10 de agosto de 1998 el Estado sostiene que el Ministerio de Justicia creó una Comisión Especial para investigar las denuncias contra la Scuderie Le Coq en Espírito Santo. Según el Estado, paralelamente a dicha medida, la Policía Federal habría iniciado una detallada investigación sobre los hechos, y el Ministerio Público Federal habría instaurado una Acción de Disolución de Sociedad Civil a fin de impedir las actividades de la Scuderie Le Coq.
4.
En sus comunicaciones posteriores en el marco de esta petición, el Estado únicamente hace referencia a la implementación de las medidas cautelares otorgadas a favor de Joaquim Marcelo Denadai y Luiz Renato Azevedo da Silveira.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5.
Esta petición se originó de una solicitud de medidas cautelares recibida por la CIDH el 26 de septiembre de 1997, a favor del abogado Denadai y del Fiscal Azevedo da Silveira. Mediante nota de 7 de octubre de 1997 la CIDH solicitó información al Estado sobre la situación de dichas personas, con el fin de contar con elementos adicionales para decidir sobre la solicitud de medidas cautelares. Dicha información fue recibida por la CIDH el 21 de octubre de 1997. El 26 de marzo de 1998 los solicitantes enviaron observaciones adicionales, reiterando la solicitud de medidas cautelares.
6. 
En base a la información recibida, el 30 de abril de 1998 la CIDH decidió, motu proprio, iniciar la tramitación de la petición P-12.003, y transmitió las partes pertinentes de las comunicaciones anteriores de los peticionarios al Estado. El 10 de agosto de 1998, el Estado sometió su respuesta inicial sobre la petición.  La CIDH solicitó a los peticionarios que presentaran observaciones sobre la contestación del Estado el 24 de agosto de 1998, y, en virtud de la falta de respuesta de los peticionarios, reiteró dicha solicitud el 28 de octubre de 1998 y les hizo saber que si no respondían se podría suspender la consideración de la petición.
7.
El 1 de junio de 1999, los peticionarios presentaron un escrito referente a la solicitud de medidas cautelares, sobre hechos recientes que incrementarían el peligro para la vida e integridad personal de los dos beneficiarios. El 24 de junio de 1999, la CIDH decidió otorgar las medidas cautelares solicitadas a favor de los dos beneficiarios.
8.
El 7 de septiembre de 1999, los peticionarios informaron a la CIDH que Joaquim Marcelo Denadai seguía sin protección policial, y en esa misma fecha, la CIDH reiteró al Estado la necesidad de adopción de las medidas cautelares necesarias a fin de garantizar la vida e integridad física de Joaquim Marcelo Denadai. Respecto de las medidas cautelares otorgadas, el Estado presentó información adicional el 23 de septiembre de 1999; y los peticionarios presentaron información adicional el 16 de noviembre de 1999.
9.
El 21 de enero de 2006, los peticionarios presentaron una nueva solicitud de medidas cautelares vinculada a esta petición, a favor de Maria Aparecida Denadai. En dicha comunicación, asimismo, informaron a la CIDH que Joaquim Marcelo Denadai había sido ejecutado el 15 de abril de 2002, y sostuvieron que la beneficiaria – hermana de Joaquim Marcelo Denadai – supuestamente sería testigo de la ejecución sumaria de su hermano.
10.
El 3 de febrero de 2006, la CIDH decidió otorgar medidas cautelares a fin de proteger la vida y la integridad personal de Maria Aparecida Denadai y sus dos hijas. Dichas medidas cautelares fueron levantadas el 10 de agosto de 2010, de acuerdo con la información presentada por los peticionarios el 16 de junio de 2010, en el sentido de que la señora Denadai no tendría más interés en ser beneficiaria de la medida cautelar, y dado que ya no existía la situación de riesgo y urgencia que motivó la solicitud de medidas cautelares otorgadas en febrero de 2006.
11.
En virtud de los hechos mencionados en la nueva solicitud de medidas cautelares, el 18 de marzo de 2008, la CIDH solicitó información adicional detallada y actualizada a los peticionarios sobre la identificación de la/s presunta/s víctima/s, los hechos objeto de su petición y los requisitos de admisibilidad, particularmente respecto del trámite de los recursos internos pertinentes. Asimismo, la CIDH informó a los peticionarios que, de no recibirse la información requerida, no sería posible continuar con el examen de su petición, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención Americana.  El 19 de marzo de 2009 los peticionarios enviaron una breve comunicación a la CIDH en la que observan que los procesos penales destinados a investigar la muerte de Joaquim Marcelo Denadai no habían resultado efectivos.

12.
El 31 de marzo de 2009, la CIDH nuevamente solicitó información adicional detallada y actualizada a los peticionarios, específicamente sobre: los hechos objeto de la petición, con especificación del lugar y fecha de las violaciones alegadas, y la respectiva identificación de la/s presunta/s víctima/s; las gestiones emprendidas para agotar los recursos de la jurisdicción interna; y, en general, sobre el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad de esta petición.  Hasta la fecha, los peticionarios no han respondido a la solicitud de la CIDH y tampoco han presentado más información detallada y actualizada con respecto a la admisibilidad de esta petición.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
13.
Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 30.6 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en el trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación; y que en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
14.
Desde su solicitud inicial de medidas cautelares del 26 de septiembre de 1997, los peticionarios no han informado detalladamente sobre el agotamiento de los recursos internos ni los otros requisitos de admisibilidad necesarios respecto de la presente petición.  Lo anterior pese a que la CIDH ha expresamente solicitado información sobre la contestación del Estado y los requisitos de admisibilidad por lo menos en cuatro ocasiones: el 24 de agosto de 1998, el 28 de octubre de 1998, el 18 de marzo de 2008 y el 31 de marzo de 2009.  Hasta la fecha, los peticionarios no han suministrado la información necesaria.
15.
Han transcurrido casi 13 años desde el 10 de abril de 1998, fecha de apertura del trámite, y la Comisión Interamericana aun no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original, ni tiene información acerca del agotamiento de los recursos internos y otros requisitos de admisibilidad, que le permitan formular una decisión sobre la admisibilidad de este asunto.  En consecuencia, la CIDH decide archivar la presente petición, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 30.6 de su Reglamento.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero e María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

� De conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH, el miembro de la Comisión Interamericana, Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe. 





